En la ciudad de Mar del Plata, a los 2 días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2493-BB1 “KILES RAÚL ERNESTO c. INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL s. PRETENSION DE RESTABLECIMIENTO O RECONOCIMIENTO DE DERECHO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó sentencia rechazando la demanda interpuesta por Raúl Ernesto Kiles contra el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires. Impuso las costas del proceso en el orden causado y difirió la regulación de honorarios a los profesionales intervinientes [v. fs. 100/107].
II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 122/139 por la parte actora –replicado por la demandada a fs. 142/147- [cfr. res. de fs. 150/151], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia –providencia que se encuentra firme-, corresponde votar la siguiente:
CUESTIÓN
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 122/139 por el accionante?
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 100/107 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó sentencia rechazando la demanda interpuesta por Raúl Ernesto Kiles contra el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires.
Luego de practicar una reseña de las actuaciones administrativas, sostuvo que la resolución que dispuso el rechazo de la “Pensión Social Islas Malvinas” encontraba su razón en la circunstancia de no cumplimentar el accionante con el recaudo previsto en el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 –poseer domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de sanción de la ley-.
Precisó que de las constancias de la causa se desprendía que el domicilio del actor al 24-10-2004 –fecha de sanción de la ley 13.324- “estaba en la Provincia de La Pampa”.
Indicó que los argumentos vertidos por el actor en cuanto sostiene que: (i) sus hijas residen en la ciudad de Bahía Blanca; (ii) es propietario de un inmueble en la citada ciudad y; (iii) ostenta un sentimiento de pertenencia a la Provincia de Buenos Aires, carecían de toda entidad para tener por cumplimentado el expreso recaudo exigido por el art. 2 inc. b) de la ley 13.324, máxime cuando el accionante “… computa casi doce años de residencia en la Provincia de La Pampa”.
Luego de recordar –con sustento en citas jurisprudenciales- que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal debe ser considerada como la última ratio del ordenamiento jurídico, precisó que de los fundamentos de la ley 13.324 se desprendía que la finalidad de la reforma al régimen de la ley 12.006 era ampliar –en cumplimiento con la manda contenida en el art. 36 de la Constitución provincial- el espectro de beneficiarios de la pensión a todos aquellos que hubieran combatido en calidad de soldado profesional en las Islas Malvinas.
Bajo tal contexto, y efectuando un repaso de regímenes provinciales similares al examinado en la causa, descartó –con sustento en la doctrina de la Corte local de la que se desprende que las normas previsionales de excepción deben ser interpretadas con criterio estricto y riguroso- que el recaudo exigido en el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 resultara lesivo de las garantías constitucionales de igualdad y propiedad.
2. Contra el mentado pronunciamiento se alza a fs. 122/139 la parte accionante.
En una primera parcela de la crítica -luego de efectuar una reseña de la demanda y el derrotero del proceso-, considera que el razonamiento del a quo resulta “inexacto y ajeno al tema de autos”. Es que –asevera-, se ha omitido ponderar que aunque es habitante de la Provincia de La Pampa por razones laborales, al ser nativo de la Provincia de Buenos Aires, tampoco podría acceder al beneficio que para los ex combatientes regula la ley 2123 de aquella provincia.
Precisado lo anterior, pone de resalto que la ley 12.006 instauró en el año 1997 una pensión honorífica para los ciudadanos de la Provincia de Buenos Aires que hubiesen participado del conflicto bélico de Malvinas como conscriptos y para civiles que allí hubieran cumplido funciones, fijándose como condición para su acceso “… haber tenido domicilio real en la Provincia de Buenos Aires con anterioridad al 2 de abril de 1982”.
Agrega que en el año 2004, mediante la ley 13.324, se extendió el beneficio pensionario a los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad y al mismo tiempo se impuso un nuevo recaudo, esto es, “… tener domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la presente ley”.
Reseña que: (i) nació en la Provincia Buenos Aires en el año 1958 y allí mantuvo su domicilio hasta el año 1996 para luego trasladarse a otra jurisdicción, regresando en el año 1999 y hasta el año 2001 cuando debió mudar su domicilio por razones laborales a la Provincia de La Pampa; (ii) contrajo matrimonio en la Provincia de Buenos Aires; (iii) sus hijas son nativas de la ciudad de Bahía Blanca donde en la actualidad residen, trabajan y estudian en un inmueble de su propiedad, todo lo cual patentiza la sinrazón de la denegatoria del Instituto previsional.

Estima que la ley 13.324 –tal lo que se desprende de sus fundamentos- persiguió hacer extensivo el beneficio a los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad con la finalidad de hacer cesar las “… discriminaciones injustas y las divisiones estériles…” que importaba reconocer la pensión honorífica solo a los conscriptos y civiles que entonces combatieran por las Islas del Atlántico Sur, lo que demuestra la sinrazón –en tanto lesiona la garantía constitucional de igualdad- de la restricción que impone el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 al exigir “… tener domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la ley”.
Pone de resalto que cuando se sancionó la ley 12.006 reunía la totalidad de los requisitos que entonces se exigían para acceder al beneficio, por lo cual entiende que el nuevo recaudo fijado por el art. 2 inc. b) de la ley 13.324, en tanto restringe la efectivización de un derecho que –en su visión- ya había adquirido, lesiona la garantía constitucional de propiedad.
Agrega que el juicio efectuado por el magistrado de grado se contrapone con los lineamientos jurisprudenciales que resaltan los fines tuitivos y el carácter alimentario de la legislación previsional.
Puntualiza que se han desconocido las pautas sentadas por la Constitución provincial en el art. 39 inc. 3° –en cuanto postula que en caso de duda la interpretación en materia laboral será a favor del trabajador- y en el art 36 inc. 10° –que reconoce los derechos sociales de los veteranos de guerra-. Consecuentemente, peticiona se declare la inconstitucionalidad del recaudo exigido por el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 y se revoque el pronunciamiento de grado.

Por último, sustentando su reclamo en los precedentes de la Corte Federal “Filcrosa” y “Colombo”, peticiona se declare la inconstitucionalidad del art. 62 del Decreto ley 9650/80 y se desestime la defensa de prescripción esgrimida por el Instituto accionado.
3. Ejercitando su derecho a réplica se presenta a fs. 142/147 la parte demandada.

En una primer parcela de análisis pone de resalto la insuficiencia de la pieza recursiva y peticiona se declare la deserción del recurso.
Aduce que el fallo de grado no porta defecto o vicio lógico alguno desde que el accionante no ha logrado acreditar que su domicilio real lo fuera –al momento de la sanción de la ley 13.324- en la Provincia de Buenos Aires.

Agrega que la circunstancia de ostentar el accionante la condición de titular dominial de un inmueble en la Provincia de Buenos Aires y que allí residan sus hijas no autoriza a tener por cumplimentado con el recaudo del domicilio, máxime cuando el actor computa una residencia de doce (12) años en la Provincia de La Pampa.

Pone de resalto que la limitación prevista por el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 dista de resultar arbitraria, discriminatoria e irrazonable. Por el contrario –asevera- se condice con las pautas fijadas por el constituyente provincial y le reconoce el derecho a la pensión honorífica a aquellos oficiales y suboficiales que habiendo tenido domicilio en la Provincia de Buenos Aires al 2 de abril de 1982, lo mantuvieran al momento de entrada en vigencia de la ley.

Ad eventum, solicita se desestime el planteo de inconstitucionalidad del art. 62 del Decreto ley 9650/80 efectuado por el actor.
II. El recurso no prospera.

1. En idéntico lineamiento que en la instancia inicial, el accionante controvierte la constitucionalidad del art. 2° inc. b) de la ley 13.324, en cuanto establece como recaudo de acceso a la pensión social “… tener domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la presente ley”.
El precepto transcripto, que sustentara la Resolución del Presidente del Instituto de Previsión Social n° 11.321-509/2007 [de fecha 17-09-2007] que denegó al Sr. Raúl E. Kiles –en su carácter de ex Suboficial de las Fuerzas Armadas y de Seguridad- el beneficio de Pensión Social Islas Malvinas en razón de “no poseer domicilio real en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la ley 13.324” [21-10-2004] a criterio del apelante, conculca: (a) su derecho constitucional de propiedad (art. 17 Const. Nac. y art. 27 Const. pcial.), habida cuenta de que al momento de la sanción de la ley 12.006 [4-09-1997] reunía la totalidad de los requisitos para hacerse acreedor del beneficio y; (b) la garantía constitucional de la igualdad y razonabilidad (arts. 16 y 28 Const. Nac. y art. 11 Const. pcial.), desde que el mandato adoptado, al ampliar el espectro de beneficiarios a los soldados profesionales establece una distinción discriminatoria e irrazonable respecto de los ex combatientes civiles y conscriptos cuya tutela expresamente reconoce el art. 39 de la Carta Magna local.
2. Adelanto, a tenor de la reseña trazada, mi opinión adversa a la pretensión del recurrente desde que –en la especie- no observo que la norma impugnada pudiera llegar a quebrantar o transgredir los derechos constitucionales que se sindican menoscabados en el caso.

(a) En tal sentido, no comparto que el recaudo incorporado por la ley 13.324 haya excedido el límite de lo razonable (arg. art. 28 Const. Nacional), entrañando con ello un trato discriminatorio o lesivo de la garantía constitucional de igualdad.
El derecho a la igualdad ampara a las personas frente a toda discriminación o arbitrario distingo, manda reconocer idénticos derechos a todos los habitantes que se hallan en situaciones idénticas o sustancialmente equiparables (Cfr. argto. doct. S.C.B.A. causa B 65.948 “Gerez”, sent. de 19-XII-2007; esta Cámara causas G-917-MP1 “San Martín”, sent. de 29-X-2009, C-1453-DO1 “Trama”, sent. de 26-III-2010), e impide establecer categorías que excluyan a uno de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias (C.S.J.N., Fallos 13:118; 123:106; 306:1844; 321:92), inspiradas en fines de ilegítima persecución o de indebido privilegio de personas o grupos de personas (C.S.J.N., Fallos 205:68; 237:334; 238:60; 289:197; 293:335; 305:823).

Repárese que el mentado beneficio –pensión honorífica de la Provincia de Buenos Aires en reconocimiento de los ex combatientes del Conflicto Bélico de las Islas Malvinas- fue originalmente instaurado por la ley 12.006 respecto de los soldados conscriptos ex combatientes de las Fuerzas Armadas y de Seguridad que hubieran participado en las acciones bélicas desarrolladas entre el 2 de abril y el 14 de junio de 1982 en el teatro de operaciones de Malvinas [T.O.M.] y aquellos que hubieran entrado efectivamente en combate en el teatro de operaciones del Atlántico sur [T.O.A.S.] y de los civiles que hubieran cumplido funciones en los citados ámbitos, siendo entonces condición para su otorgamiento –en lo que concierne para resolver la cuestión bajo análisis- “… acreditar domicilio real en la Provincia de Buenos Aires con anterioridad al 2-04-1982”.

Con posterioridad al reconocimiento del beneficio se sanciona [con fecha 21-10-2004] la ley 13.324, por conducto de la cual -modificándose tanto el alcance de la ley 12.006 como las condiciones de acceso a la pensión- se extendió la gracia honorífica a los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad que se encontraran en situación de retiro o baja voluntaria.
La citada reforma, además de exigir como recaudo de acceso a la pensión “… acreditar domicilio real en la Provincia de Buenos Aires con anterioridad al 2-04-1982” incorpora como nuevo requisito “… tener domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la presente ley” [art. 2 inc. b), ley 12.006 t. según ley 13.324].

Dentro de los parámetros de interpretación reseñados, no se vislumbra en la especie la discriminación que se denuncia. Por el contrario, el norte que guió al legislador al ampliar el espectro de beneficiarios a los soldados profesionales ex combatientes fue el de poner fin a “… discriminaciones injustas y divisiones estériles…”, respecto de aquellos que, habiendo también combatido por las islas, lo hubieran hecho como civiles o conscriptos [v. fundamentos ley 13.324].

Así, es que a partir del 21-10-2004 [fecha de sanción de la ley 13.324] los oficiales y suboficiales ex combatientes se encuentran en la Provincia de Buenos Aires en condiciones de acceder al beneficio, debiendo para ello, acreditar –entre otros- el recaudo fijado en el art. 2 inc. b) de la ley citada. Así, la ampliación del universo de beneficiarios –de la que pretende valerse el accionante- vino acompañada de un específico recaudo de viabilidad aplicable a todos y cada uno de los nuevos favorecidos, por lo que mal puede predicarse un tratamiento desigual cuando, por el contrario, el condicionante cuestionado se estableció en el mismo momento en el que el legislador ensanchó la parcela de beneficiarios. Así, la comparación con los recaudos de procedencia que para otros beneficiarios establecía la anterior normativa –según enarbola el apelante- dista de resultar un razonamiento predicable a la hora de evaluar la afectación del derecho constitucional a la igualdad, por cuanto el accionante no poseía el estatus jurídico que lo habilitara a acceder a la pensión bajo la legislación anterior a la ley 13.324.
Con ello se patentiza la sinrazón del planteo efectuado por el accionante. Es que, aunque resulte cierto que el art. 36 inc. 10° de la Constitución provincial expresamente reconoce los derechos sociales de los veteranos de guerra, no lo es menos que escapa a la competencia del Poder Judicial el contralor del modo como el Poder Legislativo ejercita las atribuciones que la Constitución le ha otorgado para fijar las políticas orientadas a la asistencia y protección de los ex combatientes, máxime cuando -en la especie- la fijación del recaudo de domicilio al momento de la sanción de la ley 13.324 dista de importar un precepto legal que pudiera encuadrarse en la categoría –siguiendo la terminología de la Corte Federal- de normas irrazonables o inspiradas en fines de ilegítima persecución, privilegio o inferioridad personal (cfr. doct. C.S.J.N. 330:5032 –entre otros-).
Repárese que la cobertura de la pensión honorífica se lleva a cabo con fondos del erario provincial, por lo que bien puede el legislador bonaerense –sin violentar la Constitución nacional- circuncribir su otorgamiento respecto de aquellos instituidos beneficiarios que presenten un vínculo de pertenencia con la Provincia de Buenos Aires al momento en que se les habilita la posibilidad de peticionar la merced graciable. Y ello no es más que una consecuencia directa del compromiso provincial de promover el bienestar general de los hombres que habitan su suelo (cfr. Const. Prov., Preámbulo).
(b) En línea con lo hasta aquí explicitado, descarto también que el recaudo exigido en el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 lesionara el derecho constitucional de propiedad (art. 17 Const. Nac. y 27 Const. pcial.) del actor.

Repárese que para apuntalar su parecer el accionante parte de una falsa premisa, tal lo que importa sostener que: “… al momento de la sanción 12.006 cumplía todos los requisitos formales y sustanciales para hacerse acreedor del beneficio…” [v. escrito de demanda, pág. 12 y recurso de apelación, pág. 124 vta., 2° párrafo].
Mal puede el actor pretender titularizar un derecho adquirido a la luz de la entonces vigente ley 12.006 cuando el espectro de beneficiarios otrora alcanzados por la pensión honorífica –civiles y conscriptos- lo era respecto de categorías de ex combatientes distintas a la por él ostentada –soldado profesional-.
No resulta baladí recordar que para hallarnos frente a la existencia de un derecho adquirido se requiere que quien pretenda hacerlo valer haya cumplido bajo la vigencia de una ley la totalidad de las condiciones sustanciales y los requerimientos formales previstos por ella para ser titular de un derecho. Solo bajo tales circunstancias –en donde la situación jurídica creada por la ley se transforma en un posicionamiento concreto e individual en cabeza del sujeto- puede considerarse que hay derecho adquirido (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 57.845, "Asua de Irrigaría", sent. del 29-XII-1999; B. 61.845, "D' Angelo", sent. del 10-XII-2003; B. 57.706, "Pérez, Alberto Raúl", sent. del 2-VI-2004). Y a poco que se desanda el razonamiento impreso por el actor para invocar la condición de “… titular de un derecho adquirido a la pensión en los términos de la ley 12.006…” se advierte un valladar infranqueable que invalida su proposición, a saber: la categoría de soldado profesional que ostenta no hallaba amparo en la entonces vigente ley 12.006.
(c) Por último, advierto que la imposibilidad que el actor denuncia de peticionar similar pensión a la denegada por el Instituto de Previsión Social bonaerense en la Provincia de La Pampa no conmueve el resultado del examen de constitucionalidad supra practicado respecto del art. 2 inc. b) de la ley 13.324.

Es que, tanto la decisión de reconocer un beneficio honorífico como la de reglar los recaudos que para su otorgamiento pudieran imponer las legislaturas de las restantes jurisdicciones provinciales –en el caso la ley 2123 de la Provincia de La Pampa-, carecen de toda entidad para comprometer o en su caso encorsetar la actividad de la legislatura provincial. Por el contrario, el juicio de constitucionalidad de la ley local lo será –en su caso- contraponiéndola con los textos constitucionales [Federal y local], mas nunca atendiendo a leyes de extraña jurisdicción provincial.

(d) Descartado entonces el vicio de inconstitucionalidad que el actor proyecta sobre el recaudo reglado en el art. 2 inc. b) de la ley 13.324 y con ello los agravios vertidos para conmover el fallo de grado, no puedo soslayar que distinta pudo ser la conclusión a la que arribara este Tribunal si, por fuera del reconocimiento expreso que realizara el actor en la audiencia del art. 41 [v. fs. 90/91], hubiera posicionado su queja no ya pretendiendo inaplicar por inconstitucional el recaudo del domicilio fijado al ampliarse el espectro de beneficiarios de la pensión honorífica, sino refiriéndose al alcance que hubiera podido asignársele –con abstracción de aquel que surge del documento de identidad- a tal atributo de la personalidad, desde el prisma de análisis de los arts. 89 y sgtes. del Código Civil.

De haberse recurrido a alguna de las reglas que en tales preceptos se diagraman para acreditar el domicilio de una persona física, bien hubiera podido el actor arrimar prueba concluyente para formar convicción sobre el cumplimiento del recaudo contenido en el art. 2 inc. b) de la ley 13.324.
Mas ello no aconteció en la especie.
3. El desarrollo argumental supra esbozado, a la vez que sella la suerte adversa del recurso traído por el accionante, me releva del tratamiento del agravio blandido ad eventum en el punto IV del memorial de apelación –referido a la inconstitucionalidad del art. 62 del Decreto ley 9650/80-, por cuanto su abordaje solo hubiera quedado habilitado de haber prosperado el reclamo efectuado por el actor ante la jurisdicción (conf. argto. S.C.B.A. causas Ac. 64.422 “Festa”, sent. del 28-IX-1999; Ac. 75.113 “Boschetti”, sent. del 06-VI-2001; Ac. 84.270 “Banco de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 08-VI-2005; Ac. 93.965 “Mantini”, sent. del 06-VI-2007; esta Cámara causa A-2075—DO0 “Truppa”, sent. de 23-IX-2010).

III. Si lo expuesto es compartido, habre de proponer al Acuerdo rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 122/139, confirmando el pronunciamiento de grado de fs. 100/107. Las costas de esta instancia se deberían imponer en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

A la cuestión planteada, voto por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota a la cuestión planteada por la negativa.
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:
Adhiero al relato de antecedentes, desarrollo argumental y solución propuesta por mi distinguido colega, Dr. Riccitelli, a excepción de la argumentación desplegada en el punto 2. (d), por entender suficiente lo hasta allí expuesto en el voto para decidir en sentido desfavorable el recurso intentado.

Voto, en consecuencia, por la negativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el accionante a fs. 122/139 y, en consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado obrante a fs. 100/107 en cuanto ha sido materia de agravio. Las costas de esta Alzada se imponen en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – Carlos F. N. Druck, Auxiliar Letrado.
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